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Expediente 66001-31-03-001-2012-00273-01

Resuelve esta Sala Unitaria el recurso de apelación que la parte actora interpuso contra el auto del 14 de abril de 2016, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en el proceso ordinario de responsabilidad civil médica que iniciaron Nelcy Lucía Moncada Ramírez y otros frente a la Clínica Comfamiliar Risaralda IPS y otros. 
ANTECEDENTES

Los demandantes, después de proferido el fallo de primera instancia, solicitaron expresamente la “nulidad de la sentencia” dictada en el referido asunto, por causa de la indebida comunicación de la misma, que les impidió interponer los recursos oportunamente, en cuanto no se llevó la información de su emisión al sistema de gestión Siglo XXI, como se observa en el  pantallazo impreso el 7 de diciembre de 2015 que fue aportado. Además, porque en la providencia se presentaron varias irregularidades, como darle viabilidad a las excepciones propuestas, o aceptar un llamamiento en garantía, cuando la respuesta a la demanda fue extemporánea. 

El Juzgado resolvió desfavorablemente la nulidad, con sustento en que el sistema de gestión denominado Siglo XXI no constituye un medio de notificación, sino apenas de información, que no exime a las partes de su responsabilidad de hacer seguimiento al expediente físico. De otro lado, dijo, las demás irregularidades que resalta el memorialista no constituyen causal de nulidad  y no es oportuno su planteamiento, pues debieron alegarse durante la instancia. 

Inconforme, el asesor judicial de aquellos apeló y sustentó su recurso en los mismos argumentos planteados al comienzo. De su escrito se dio traslado a la contraparte par que se pronunciara. Vencido el mismo, fueron enviadas las copias respectivas a esta sede y ahora se procede a resolver, previas estas:  
  



CONSIDERACIONES

1.
Debe resolver la Sala en este caso concreto, si el juzgado infringió las reglas de publicidad de sus decisiones en la medida en que omitió actualizar el registro en el sistema de gestión judicial Siglo XXI, y ello impidió que los demandantes apelaran el fallo de primer grado. 
2.
Pero antes de asumir el análisis de esta específica circunstancia, debe precisar la Sala dos cosas: 

La primera, que la sentencia fue proferida en el mes de noviembre de 2015 y el edicto se fijó durante ese mismo mes, de manera que también causó ejecutoria en tal época. Esto para significar que cualquier disquisición que pueda hacerse sobre la forma de notificación del fallo, debe serlo bajo la óptica del Código de Procedimiento Civil, si es que acaso se pensara que con la vigencia del Código general del proceso, a partir del 1° de enero del presente año, la situación pudo tener alguna variación. 

Y la segunda, que la solicitud de los demandantes es expresa: que se anule la sentencia dictada por el Juzgado el 5 de noviembre de 2015. Si ello es así, y se tomara exegéticamente esa pretensión, bastaría con señalar que el inciso segundo del numeral 9° del artículo 140 del C. de P. Civil (reproducido en similares términos en el artículo 133 del nuevo estatuto), señala que el vicio que se genera por dejar de notificar una providencia no la deja sin efecto, pues lo que se anula es la actuación posterior que dependa de ella. Dicho de otra manera, si lo que se discute es que el fallo fue indebidamente notificado, no puede ese proveído estar afectado de nulidad, sino lo que se hubiera tramitado con posterioridad a la omisión, de lo que no se tiene aquí noticia.  
3. 
Mas, dando por superada esta circunstancia, y si se entendiera que es eso lo que se pide anular, es decir, la actuación subsiguiente, resulta ser cierto que en el avanzado mundo de las tecnologías lo que se quiere es que se facilite la comunicación entre el juez y las partes y se minimice el seguimiento físico al expediente. Por ello, en los acuerdos que se han expedido en esa materia, se dieron los primeros avances. Pero el cometido total solo se alcanzará cuando, a la luz de las nuevas reglas de procedimiento, los jueces de la especialidad civil tengan implementado lo que se denominará el plan de justicia digital, que conducirá al expediente virtual, y a su vez, a la comunicación en línea. Ese es uno de los grandes retos del Consejo Superior de la Judicatura que, no solo debe implementarlo, sino reglamentar su utilización, según se desprende del contenido del artículo 103 del estatuto procesal, incluso por despachos judiciales o zonas geográficas del país, lo que aún no ha ocurrido. 

En el régimen anterior, el del C. de P. Civil, bajo cuya égida, se dijo, debe resolverse la cuestión planteada, se contaba, y aún se sigue haciendo, con el sistema de información judicial Siglo XXI que tiene una finalidad específica, que es la de darle publicidad a las actuaciones de los jueces, pero que no sustituye las formas ordinarias de notificación; esto se traduce en que las partes no pueden escudarse en la falta de inserción de un determinado dato en el sistema de gestión para incumplir sus cargas en el proceso. El abogado, entonces, debe estar atento al desarrollo del mismo, aparezca o no determinada información. Otra cosa es que la que se consigne en el sistema sea errada, porque allí sí se estaría vulnerando la confianza legítima del litigante. 

En precedentes, tanto vertical como horizontal, dentro de la especialidad civil, se tiene decantada esa circunstancia. La Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil y en sede constitucional, en su pronunciamiento más reciente
 sobre el particular enseña que: 
“3. Al margen de lo anterior, las irregularidades a que hace referencia el peticionario en el trámite de notificación de los proveídos del 15 de diciembre de 2014, y 26 de enero de 2015, no constituye razón suficiente para acceder a la protección deprecada, toda vez que aquéllos proveídos se notificaron en la forma establecida en la legislación procesal que gobierna el asunto, esto es, por medio de anotación en estado fijada los días 18 de diciembre de 2014 y 28 de enero del año pasado, respectivamente, tal y como lo establece el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil-vigente para esa época-, sin que pueda aceptarse que las publicaciones que de los procesos se realizan en listas, libros radicadores o bases de datos magnéticas, de modo alguno suplan las formas de enteramiento legal, toda vez que éstas únicamente constituyen una herramienta de información.

 


De ahí, que aunque aduzca la parte actora que consultó la información en la página web de la rama judicial y que en ella no se registró la providencia antedicha, esa circunstancia no genera la vía de hecho alegada, toda vez que en el expediente existe constancia de haberse surtido en debida forma la notificación por estado, lo cual permite concluir que el Juzgado accionado no incurrió en yerro alguno en dicha actuación procesal.
Y es que, así dicha dependencia judicial haya omitido realizar oportunamente la actuación en la base de datos de la página institucional, ello no tiene el alcance de quebrantar las garantías reclamadas. De tal forma lo ha reiterado la Corte en casos similares en los que ha expresado:
(…) no es de recibo argüir a la confianza que depositó en el sistema de gestión de procesos, toda vez que éste no es más que un instrumento de información que no exonera a los sujetos procesales de examinar físicamente el expediente en el que tienen interés, al punto, es preciso recordar que esta Sala en múltiples ocasiones ha dicho que ‘el sistema de gestión constituye una herramienta que facilita a la administración de justicia el cumplimiento efectivo de sus cometidos, en particular, otorgar publicidad a las actuaciones judiciales, a la vez que permite a los ciudadanos el acceso a la administración de justicia. Sin embargo, la información que se da conocer en los computadores de los juzgados son ‘meros actos de comunicación procesal’ y no medios de notificación, por lo mismo los apoderados no quedan exonerados de la vigilancia necesaria sobre los expedientes….» (CSJ STC 3 feb. 2012, Rad. 011-01734-01).
4. Además, ningún reparo hizo la reclamante a la notificación que por estado se hizo de la providencia referida, pues es claro que el ordenamiento procesal civil prevé la forma en que debe surtirse tal enteramiento y a ella deben atenerse las partes, sin perjuicio de que el Juzgado haga uso del programa virtual de gestión judicial para alimentar la base de datos de cada proceso con las actuaciones surtidas, ya que esta herramienta tecnológica aún no ha sido autorizada para sustituir los procedimientos previstos en la normatividad vigente, de modo que los sujetos intervinientes deben asumir la carga de examinar y hacer el seguimiento de rigor al respectivo expediente.
Así lo ha referido esta Sala, en un caso de similares características:
Sobre el particular se ha precisado que “[e]n esa relación funcional entre información que arroja el sistema y el contenido material de la providencia, debe operar el deber de vigilancia como complemento de la actividad judicial, pues no basta la lectura que se hace en el sistema de gestión, sino que es necesaria la consulta del expediente. Ello abonado al hecho de que no es loable ingresar a la base de datos el contenido integral de las providencias (…). (CSJ STC 3 de mar. 2009, Rad. 2009-00277-00).
Por su lado, esta Corporación, también por vía constitucional, precisó
: 
“Superado el estudio de los requisitos generales, corresponde proseguir con la revisión de las causales especiales, que para el caso se entiende se subsume en el defecto sustantivo, pues el actor lo limita a la inaplicación de los Acuerdos Nos.1591 de 2002 y PSAA06-3334 de 2006 del CSJ.

Estos acuerdos refieren la implementación y organización del sistema de información de gestión de proceso y manejo documental "Justicia XXI", útil para consignar el historial de los procesos de los juzgados, y que se estiman "mensajes de datos" de carácter oficial, según tiene decantado la doctrina constitucional
.
Las actuaciones judiciales registradas en el sistema “Justicia XXI”, no son supletivas de los medios legales de notificación, en cambio sí son mecanismos adicionales de publicidad, por eso deben ser oportunos y veraces, valga insistir, que reflejen la realidad del expediente, dado que están llamados a generar confianza legítima en los usuarios de la administración de justicia, que lo usan como medio de consulta.

En este caso, el juzgador de primer nivel entendió que el deber de vigilancia del abogado se había incumplido en cuanto omitió comparecer directamente al Despacho para verificar los estados, medio legal de notificación de la decisión que terminó por desistimiento tácito el proceso, y a decir verdad esa es la tesis de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil
 (Reiterativa de esa doctrina en esa Colegiatura) y también de la Corte Constitucional.

La esencia de la citada doctrina sostiene que esa herramienta tecnológica carece de autorización para reemplazar las formas de notificación de la normativa en vigor, por ende los intervinientes procesales deben asumir la carga de examinar los expedientes de manera física en las oficinas de los juzgados.  Esto siempre que la información no haya sido registrada en el referido sistema, contrario a lo que sucede cuando el reporte de datos es errado, en cuya hipótesis compromete los principios y derechos mencionados; distinta es la situación que aquí acontece en razón a que el Despacho ninguna información consignó.

En este asunto, entonces, ninguna expectativa se generó y ante esa falta de comunicación por vía del sistema “Justicia XXI”, el efecto de publicidad se derivó de los mecanismos ordinarios de enteramiento (Estado), que efectivamente se surtió, entonces debe predicarse suficiencia en esos medios, por ende tuvo el actor oportunidad para controvertir la decisión, si la estimaba contraria a sus intereses, cuestión diversa es que no haya atendido en debida forma su deber de vigilancia en el caso concreto, concurriendo al Despacho respectivo.

Cabe anotar que los casos analizados en los precedentes referidos atrás, correspondían a suministro de información errada, situación muy distinta a la examinada en esta ocasión.

En suma, en el sub judice, a juicio de esta Magistratura, si bien se incumplió el deber legal consistente en alimentar el sistema de información, diseñado como garantía de divulgación de las actuaciones judiciales, como se dijera ya, no se desconocieron los principios de la buena fe y confianza legítima y prevalencia de derecho sustancial de las actuaciones judiciales, de la parte actora, dado que ningún registro se hizo en el sistema, como para crear confianza legítima alguna”.

  



Más aún; la misma sentencia T-686 de 2007 que le sirve de apoyo al recurrente, señala en uno de sus apartes, precisamente enseguida del que fue destacado por él con subrayas, que:
  


“Los mensajes de datos que se transmiten a través de las pantallas de los computadores de los despachos judiciales son, ante todo, instrumentos para hacer efectiva la esta segunda manifestación del principio de publicidad. Constituyen mecanismos orientados a proveer más y mejores herramientas para que, tanto las partes dentro de los procesos, como de la comunidad en general puedan conocer y controlar la actuación de las autoridades judiciales. No son, en cambio, en su desarrollo actual, instrumentos destinados a suplir los mecanismos de notificación previstos en la ley para asegurar el conocimiento de las decisiones judiciales por parte de los interesados, a fin de que puedan ejercer frente a ellas su derecho de defensa. Naturalmente, las partes dentro de un proceso pueden –en igualdad de condiciones, dado que todas ellas tienen acceso a estos sistemas- valerse de ellos para seguir el curso de los procesos, pero sin que ello reemplace los actos de notificación de las providencias, dotados de mayores exigencias en atención a la finalidad que cumplen”.  
 



Puestas así las cosas, y como aquí ocurre una situación similar, en la que la protesta radica en la falta de inserción de una información en el sistema de gestión judicial, respecto de una providencia que, en todo caso, se notificó por la vía legal, que era la de la fijación del edicto, la decisión del juez de primer grado debe mantenerse, si bien los otros aspectos en los que se sustentan la nulidad y la alzada, han debido ventilarse, como bien se dijo en el providencia impugnada, durante el trámite de la primera instancia y antes de dictarse sentencia. 
  



DECISIÓN

En armonía con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA el auto protestado. 

Sin costas.  

Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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